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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 18869 LEY 33/2006, de 30 de octubre, sobre igualdad 

del hombre y la mujer en el orden de sucesión 
de los títulos nobiliarios.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Actualmente la posesión de un título nobiliario no 

otorga ningún estatuto de privilegio, al tratarse de una 
distinción meramente honorífica cuyo contenido se agota 
en el derecho a usarlo y a protegerlo frente a terceros.

En la concesión de dignidades nobiliarias de carácter 
perpetuo, a su naturaleza honorífica hay que añadir la 
finalidad de mantener vivo el recuerdo histórico al que se 
debe su otorgamiento, razón por la cual la sucesión en el 
título queda vinculada a las personas que pertenezcan al 
linaje del beneficiario de la merced. Este valor puramente 
simbólico es el que justifica que los títulos nobiliarios per-
petuos subsistan en la actual sociedad democrática, 
regida por el principio de igualdad de todos los ciudada-
nos ante la ley.

Sin embargo, las normas que regulan la sucesión en 
los títulos nobiliarios proceden de la época histórica en que 
la nobleza titulada se consolidó como un estamento social 
privilegiado, y contienen reglas como el principio de mas-
culinidad o preferencia del varón sin duda ajustadas a los 
valores del antiguo régimen, pero incompatibles con la 
sociedad actual en la cual las mujeres participan plena-
mente en la vida política, económica, cultural y social.

Esta plena igualdad del hombre y la mujer en todas 
las esferas jurídicas y sociales se reconoce en la Conven-
ción para la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer, adoptada en Nueva York el 18 de 
diciembre de 1979, y ratificada por España en 1984.

El principio de plena igualdad entre hombres y muje-
res debe proyectarse también sobre las funciones mera-
mente representativas y simbólicas, cuando éstas son 
reconocidas y amparadas por las leyes. Los sucesivos 
poseedores de un título de nobleza perpetuo se limitan a 
mantener vivo el recuerdo de un momento de nuestro 
pasado histórico. Es justo que la presente Ley reconozca 
que las mujeres tienen el mismo derecho que los varones 
a realizar esta función de representar simbólicamente a 
aquél de sus antepasados que, por sus méritos excepcio-
nales, mereció ser agraciado por el Rey.

Artículo 1.

El hombre y la mujer tienen igual derecho a suceder 
en las Grandezas de España y títulos nobiliarios, sin que 
pueda preferirse a las personas por razón de su sexo en el 
orden regular de llamamientos.

Artículo 2.

Dejarán de surtir efectos jurídicos aquellas previsiones 
de la Real Carta de concesión del título que excluyan a la 
mujer de los llamamientos o que prefieran al varón en 
igualdad de línea y de grado o sólo de grado en ausencia de 
preferencia de línea o que contradigan de cualquier modo 
el igual derecho a suceder del hombre y de la mujer.

En estos supuestos, los jueces y tribunales integrarán 
el orden sucesorio propio del título aplicando el orden 
regular de suceder en las mercedes nobiliarias, en el cual, 
conforme a lo prevenido por el artículo anterior, no se 
prefiere a las personas por razón de su sexo.

Disposición transitoria única.

En la aplicación de la presente Ley a los títulos nobilia-
rios concedidos antes de su vigencia se observarán las 
siguientes normas:

1. Las transmisiones del título ya acaecidas no se 
reputarán inválidas por el hecho de haberse realizado al 
amparo de la legislación anterior.

2. Si se pretendiera la rehabilitación de un título 
nobiliario vacante, se reputarán válidas las transmisiones 
realizadas conforme a la legislación anterior hasta su 
último poseedor legal, con respecto del cual y observando 
las previsiones de esta Ley, habrá de acreditarse la rela-
ción de parentesco por quien solicite la rehabilitación.

3. No obstante lo previsto por el apartado 1 de esta 
disposición transitoria, la presente Ley se aplicará a todos 
los expedientes relativos a Grandezas de España y títulos 
nobiliarios que el día 27 de julio de 2005 estuvieran pen-
dientes de resolución administrativa o jurisdiccional, 
tanto en la instancia como en vía de recurso, así como a 
los expedientes que se hubieran promovido a partir de 
aquella fecha, en la cual se presentó la originaria proposi-
ción de ley en el Congreso de los Diputados. La autoridad 
administrativa o jurisdiccional ante quien penda el expe-
diente o el proceso concederá de oficio trámite a las par-
tes personadas a fin de que aleguen lo que a su derecho 
convenga de conformidad con la nueva Ley en el plazo 
común de cinco días.

4. Quedan exceptuados de lo previsto en el apartado 
anterior aquellos expedientes en los que hubiera recaído 
sentencia firme en el momento de la entrada en vigor de 
la presente Ley.
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Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o 
inferior rango que se opongan a lo establecido en la pre-
sente Ley.

Disposición final primera.

Se habilita al Gobierno para desarrollar, a propuesta 
del Ministro de Justicia, lo previsto en la presente Ley.

Disposición final segunda.

Esta Ley entrará en vigor a los veinte días de su com-
pleta publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 30 de octubre de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 18870 LEY 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso 
a las profesiones de Abogado y Procurador de 
los Tribunales.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
La regulación del régimen de acceso a la profesión de 

abogado en España es una exigencia derivada de los ar-
tículos 17.3 y 24 de la Constitución: estos profesionales 
son colaboradores fundamentales en la impartición de 
justicia, y la calidad del servicio que prestan redunda 
directamente en la tutela judicial efectiva que nuestra 
Constitución garantiza a la ciudadanía.

Esta ley constituye, por tanto, complemento de lo dis-
puesto al efecto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial, y en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 
Asistencia Jurídica Gratuita, que consagran la función de 
los abogados, a los que reserva la dirección y defensa de 
las partes, de modo que a los mismos corresponde garan-
tizar la asistencia letrada al ciudadano en el proceso, de 
forma obligatoria cuando así lo exija la norma procesal y, 
en todo caso, como derecho a la defensa expresamente 
reconocido por la Constitución. La asistencia del abo-
gado, conforme al concepto amplio de tutela al que debe 
aspirarse, comprende también las actuaciones profesio-
nales tendentes a evitar el proceso mediante fórmulas 
preventivas y compositivas así como, en general, el ase-
soramiento en Derecho.

También el procurador, al que la LOPJ otorga la repre-
sentación de las partes cuando así lo establezca la norma 
procesal, garantiza la asistencia jurídica siendo, pues, 
imprescindible prever también los requisitos necesarios 
para el acceso a esta profesión, en línea con la tradición 
que ya existió en España.

La experiencia del Derecho comparado muestra que la 
actuación ante los tribunales de justicia y las demás acti-
vidades de asistencia jurídica requieren la acreditación 
previa de una capacitación profesional que va más allá de 
la obtención de una titulación universitaria. Ello justifica 
la regulación de dos títulos profesionales complementa-
rios al título universitario en Derecho: el título profesional 
de abogado, exigible para prestar asistencia jurídica utili-
zando la denominación de abogado; y el título profesional 
de procurador, exigible para actuar ante los tribunales en 
calidad de tal.

Además, en una Europa que camina hacia una mayor 
integración, se hace imprescindible la homologación de 
estas profesiones jurídicas, en orden a garantizar la flui-
dez en la circulación y el establecimiento de profesiona-
les, uno de los pilares del mercado único que constituye 
base esencial de la Unión Europea.

II
Debe recordarse que la necesaria capacitación profe-

sional de estos colaboradores en el ejercicio de la tutela 
judicial efectiva ha sido una reivindicación constante de 
los representantes de las profesiones. Todos los congre-
sos de la abogacía española, de manera significativa el de 
León de 1970, el de Palma de Mallorca de 1989, el de La 
Coruña de 1995, el de Sevilla de 1999 y el de Salamanca 
de 2003, y las reuniones de las juntas de gobierno de los 
colegios de abogados desde Santander en 1994, Girona 
en 1997, Valencia en el 2001 y Santa Cruz de Tenerife en 
2005, expresando el sentir unánime de la abogacía espa-
ñola, han reivindicado la garantía de una formación inicial 
igual para todos los profesionales de la abogacía. En par-
ticular, en el VI Congreso de la Abogacía Española se des-
tacó la importancia fundamental de la formación profe-
sional práctica y la necesaria homogeneidad en la 
evaluación de tal capacitación para equipararse a los pro-
fesionales de la Unión Europea, instando la regulación de 
la materia por parte de los poderes públicos. También las 
segundas Jornadas de las Juntas de Gobierno de los 
Colegios de Abogados de 1997 aprovecharon la entrada 
en vigor de la regulación sobre asistencia jurídica gratuita 
para insistir en esta cuestión, dando un paso más con el 
establecimiento del certificado de aptitud profesional, 
que, aun voluntario, es exigido por los colegios para la 
inclusión del profesional en el turno de oficio.

La procura también ha insistido en la materia. En su X 
Congreso Nacional del año 2000, se señaló que debe 
regularse «el acceso al ejercicio de la profesión de procu-
rador, homologándola al resto de los países de la Unión 
Europea, sin perjuicio de la función específica de cada 
profesión», lo que se reiteró, como ejemplo, en el VII Con-
greso Internacional del Comité de Postulantes de Justicia 
Europeos, celebrado en Mallorca en el año 2004.

Otros operadores jurídicos se han mostrado sensibles 
a la cuestión. El propio Libro Blanco de la Justicia presen-
tado por el Consejo General del Poder Judicial en 1997 
reclamó la capacitación práctica de estos profesionales. 
Asimismo, las Conclusiones de la X Conferencia de Deca-
nos y Decanas de las Facultades de Derecho de las Uni-
versidades Españolas, reunida en Vigo el día 28 de junio 
de 2004 señalaron «la asunción de la necesidad y urgen-
cia de regular el acceso a las profesiones de abogado y de 
procurador», añadiendo que el modelo debía contemplar 
«esencial y principalmente la superación de cursos de 
contenido práctico, a programar, organizar e impartir con-
juntamente por las facultades de Derecho y los colegios 
de abogados», haciendo referencia complementaria a la 
posibilidad de una prueba objetiva final.

Y, de modo muy significativo, el Pacto de Estado sobre 
la Justicia del año 2001 se refirió también a la cuestión en 
su punto 20, previendo «fórmulas homologadas con los 


